Cédula Judicial 

El suscrito Secretario General de la Corte Centroamericana de Justicia a Usted Señor Abogado JOE HENRY THOMPSON ARGÜELLO, en su condición de apoderado especial de la sociedad mercantil TÉCNICA UNIVERSAL DE PANAMÁ, SOCIEDAD ANÓNIMA (TECÚN PANAMÁ S.A.), por vía de notificación y por la presente cédula hago de su conocimiento resolución dictada por La Corte: 
“ Expediente No. 2-29-1-2019
CORTE CENTROAMERICANA DE JUSTICIA. Managua, Nicaragua, Centroamérica a las once de la mañana con veinte minutos  del día treinta de enero del año dos mil veinte. Vista la demanda interpuesta el día veintinueve de enero de dos mil diecinueve,  por el señor  JOE HENRY THOMPSON ARGÜELLO, en su condición de apoderado especial de la sociedad mercantil TÉCNICA UNIVERSAL DE PANAMÁ, SOCIEDAD ANÓNIMA (TECÚN PANAMÁ S.A.) contra el Estado de Panamá, “para que se  decrete la inaplicabilidad de la sentencia del cinco de octubre de dos mil dieciocho, mediante la cual la Corte Suprema de Justicia de la República de Panamá no concede el amparo de garantías constitucional propuesto por Técnica Universal de Panamá S.A. en contra de la resolución No. 920-04-624-AS-AZO del doce de octubre de dos mil quince, notificada mediante edicto No. 1227 el día quince de noviembre de dos mil dieciocho, por haberse fundado la misma en el informe de auditoría contenido en la Nota No. 909-04-OAI-ANA del treinta y uno de julio de dos mil catorce. Asimismo,  se decrete la nulidad del informe de auditoría contenido en la nota No. 909-04-OAI-ANA del treinta y uno de julio de dos mil catorce” fundamentando la demanda en los artículos 22 literal c) del Convenio de Estatuto, 27 y 28 de la Ordenanza de Procedimientos de la Corte; 3 literal e), 4 literal h) del Protocolo de Tegucigalpa, 6 y 7 del Convenio sobre el Régimen Aduanero Centroamericano y disposiciones de otros instrumentos jurídicos. CONSIDERANDO I: Que el Protocolo de Tegucigalpa en su Artículo 12 párrafo cuarto estableció la Corte Centroamericana de Justicia como el Órgano Jurisdiccional del Sistema de la Integración Centroamericana, y le asignó la competencia de garantizar el respeto al derecho, tanto en la interpretación como en la ejecución del Protocolo de Tegucigalpa y de sus instrumentos complementarios o actos derivados del mismo. Que el mismo Protocolo de Tegucigalpa en su Artículo 35 párrafo segundo, estableció la jurisdicción obligatoria de La Corte para los Estados Miembros del Sistema de la Integración Centroamericana al mandar que: “las controversias sobre la aplicación o interpretación de las disposiciones contenidas en el presente Protocolo y demás instrumentos a que se refiere el párrafo anterior, deberán someterse a la Corte Centroamericana de Justicia.” El Estado de Panamá es Parte del Protocolo de Tegucigalpa y de conformidad al Artículo 1 de dicho instrumento, es uno de los miembros del Sistema de la Integración Centroamericana. La Corte ha estimado procedente analizar esta demanda para ver su admisibilidad o no,  de conformidad con la jurisdicción y competencia que le otorga los Artículos 12 párrafo cuarto y 35 párrafo segundo del Protocolo de Tegucigalpa, todo con el fin de garantizar el respeto del derecho para los órganos, organismos, instituciones y para los particulares y a fin de brindar la seguridad jurídica, la solución pacifica de las controversias, el cumplimiento de buena fe por parte de los Estados miembros e interpretar y aplicar de manera uniforme el marco legal del Sistema de la Integración Centroamericana creado por el Protocolo de Tegucigalpa,  en este caso los Tratados o Convenciones pertinentes al asunto, aplicando los principios del Derecho de Integración y del Derecho Internacional, quedando el Estado de Panamá sometido a la jurisdicción de La Corte. CONSIDERANDO II:  El acápite que antecede del caso sub judice, el demandante peticiona la inaplicabilidad de la sentencia de amparo emitida en fecha cinco octubre dos mil dieciocho; dictada por el pleno de la Corte Suprema de Justicia de la República de Panamá, mediante recurso de apelación que así lo permite la ley panameña originada del recurso en sí de amparo de garantías constitucionales promovida por la Sociedad Técnica Universal de Panamá, S.A. contra la resolución de fecha doce de octubre de dos mil quince, orden 920-04-624-AS-AZO tal como consta en los folios 469 y 470, 473 y 474,  el recurrente de la acción de amparo, fundamenta la misma en la ley interna aduanera y la Constitución Política de Panamá, lo que a folio 482 literal cuarto, reconoce expresamente la competencia de las autoridades aduaneras para iniciar las investigaciones por supuestas infracciones penales aduaneras, como contrabando y defraudación aduanera, conforme a la ley 30 del ocho de noviembre de mil novecientos ochenta y cuatro y censura la violación de principios constitucionales como el debido proceso consagrado en el artículo 32 de la Constitución Política de la República de Panamá, cuestiona el contradictorio entre otros principios y señala expresamente los artículos 17 y 32 de dicha Constitución, vinculada con el artículo 8 de la Convención Americana de Derechos Humanos, el artículo XXVI de la Declaración Americana de los Derechos y Deberes del Hombre, artículo 10 de la Declaración Universal de Derechos Humanos, y artículo 14 del Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos, es así, que desarrolla el agravio bajo esos fundamentos desde los folios 473 al 509 (pieza tres Exp. 2-29-2019); incluso invoca el Recurso que en la Convención Americana de Derechos Humanos se titula “protección judicial”, que lo contiene en el artículo 25 de dicha Convención. Así las cosas, el recurrente además de someterse tácita y expresamente a la ley nacional de Panamá, invoca el fundamento internacional enfocado a violación de Derechos fundamentales al mencionar y relacionar los tratados que se señalan en su propio recurso.  CONSIDERANDO III: El acápite anterior se corrobora la invocación del Derecho Nacional y el Derecho Internacional de los Derechos Humanos, para fundamentar los agravios y sometimiento a la jurisdicción interna, se puede agregar que hubo un desconocimiento total expreso y tácito de la ley comunitaria  y jurisdicción de esta Corte Centroamericana de Justicia en forma notoria por parte del demandante.  Esta resolución toma en cuenta un acto notorio que no necesita probarse, ya que el alto tribunal de alzada constitucional resuelve la acción de amparo en base al supuesto agravio que fue generado en la violación de Derechos fundamentales de lo cual la Corte Suprema de Justicia declaró sin lugar el mismo. Lo que hace constar que no existe el error judicial “por NO INVOCAR el demandante violación de Derecho Comunitario.”. Bajo esa lógica jurídica dicho tribunal de alzada la Corte Suprema de Justicia de la República de Panamá, declaró sin lugar la apelación confirmando la Resolución de fecha veintidós de mayo de dos mil dieciocho. Estando así las cosas sobre ese escenario jurídico planteado, el competente subjetivamente y objetivamente es la Corte Suprema de Justicia de la República de Panamá. CONSIDERANDO IV: La Corte Centroamericana de Justicia no puede cuestionar o resolver el fondo del asunto a cuenta  que el propio demandante se sometió tácita y expresamente a la ley administrativa y judicial interna del Estado de Panamá, sin invocar violación de convenciones y tratados sobre derechos comunitarios, intentar invocarlos como hechos nuevos ante este tribunal regional, constituye pretender cuestionar los efectos de la cosa juzgada material. Consta en autos además hasta una condena penal por evasión de impuestos aduanales ya ejecutoriada. El demandante pretende poder revertir la violación de derechos humanos fundamentales que invocó ante la Corte Suprema de Justicia, bajo la figura del error judicial, lo cual no cabe. La Corte no puede juzgar dos veces por los mismos hechos al Estado de Panamá, revirtiendo al contradictorio la cosa juzgada material, en otro ámbito de competencia de la Corte Centroamericana de Justicia.  CONSIDERANDO V: El demandante pretende que esta Corte admita dos acciones distintas pero vinculadas; sin embargo una de ella es accesoria a lo principal, es decir esta Corte no puede admitir la figura jurídica de inaplicabilidad de la sentencia del cinco de octubre de dos mil dieciocho, en vista que la demanda principal es anular el informe administrativo de auditoría de fecha doce de octubre de dos mil quince, porque el resultado de esta anulación vincula como efecto la inaplicabilidad de sentencia; en consecuencia el control de admisibilidad por ahora es respecto a la acción de nulidad del informe del doce de octubre de dos mil quince. Además, dicho informe administrativo ya precluyó, todo que fue consentido, venciendo la etapa administrativa, adquiriendo firmeza al ser denegado el recurso de apelación administrativo, el cual fue notificado en fecha treinta y uno de julio de dos mil catorce. A partir de esta fecha, la acción de nulidad debió interponerse conforme a las reglas de los artículos  22 literal c) del Convenio de Estatuto y 91 de la Ordenanza de Procedimientos de La Corte. No obstante ante el consentimiento expreso y tácito, el demandante se sometió a la competencia voluntaria del fuero común interno del Estado de Panamá, sin recurrir en legal y debida forma, ante esta Corte; por tanto, el argumento jurídico esgrimido por la parte demandante en cuanto a la violación de los artículos del CAUCA, RECAUCA, GATT-94  y de otros instrumentos jurídicos, si bien es cierto constituye un fundamento jurídico a efecto de relacionar la competencia de esta Corte Centroamericana de Justicia, esto no es válido puesto que en todas las etapas del proceso interno en sede nacional, no fundamentó su acción  en Derecho Comunitario, alegando más bien disposiciones de Derecho Interno y de Derecho Internacional de los Derechos Humanos. CONSIDERANDO VI: Se precluyeron las etapas del proceso en sede nacional,  tanto el contradictorio como la valoración de pruebas hasta  una resolución definitiva dictada por la Corte Suprema de Justicia de Panamá. POR TANTO: En base a los artículos 12 párrafo cuarto y 35 párrafo segundo del Protocolo de Tegucigalpa, artículo 22 literal c) del Convenio de Estatuto y artículo 91 Ordenanza de Procedimientos de La Corte, siendo Panamá Estado parte del Protocolo de Tegucigalpa, y las consideraciones de hechos y derechos precitadas, este Tribunal RESUELVE: I. Declarar la inadmisibilidad de la demanda de Acción de Inaplicabilidad de la sentencia del cinco de octubre de dos mil dieciocho de la Corte Suprema de Justicia de la República de Panamá por improcedencia. II. Declarar inadmisible la Acción de Nulidad del informe de Auditoría No. 920-04-624-AS-AZO del treinta y uno de julio de dos mil catorce por vencimiento y preclusión del proceso administrativo y judicial en sede nacional. Notifíquese. Voto Concurrente del Magistrado Carlos Guerra Expediente No. 2-29-1-2019. Estando de acuerdo con la resolución final de dicho caso, me permito expresar el criterio de que desaprovechamos una gran oportunidad en la fundamentación de la resolución, en el sentido de que no se tomó en cuenta esclarecer, cuándo se da por agotada la vía interna en caso que hay roce entre el Derecho Nacional y el Derecho Comunitario. Así expreso mi voto concurrente. Managua, tres de febrero del año dos mil veinte. (f) César Salazar Grande (f) Carlos A. Guerra G.. (f) Silvia Rosales B (f) Verá Sofía Rubí (f) Carlos Humberto Midence Banegas (f) OGM”.

Es conforme con su original con la que fue debidamente cotejada y para que tengan los efectos pertinentes notifico a Usted por medio de la presente cédula, en la ciudad de Managua, Nicaragua, Centroamérica, a las ________________ de la mañana del día veintisiete de febrero del año dos mil veinte. 
Unidad y Justicia

ORLANDO GUERRERO MAYORGA

Secretario General
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